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Presentación
En esta ocasión, la Comisión de Seguimiento de la Política Pública sobre Desplazamiento 
Forzado (CSPPDF) presenta una serie de estudios de verificación de los derechos de la 
población desplazada en siete ciudades de Colombia, a partir de los resultados de la IV 
Encuesta Nacional de Verificación de Goce Efectivo de Derechos de la Población Desplazada 
por el Conflicto Armado, realizada a más de doce mil hogares de personas desplazadas 
y población pobre de referencia a escala nacional urbana entre mayo y agosto de 2023.

La encuesta ya se ha dado a conocer públicamente; sin embargo, de acuerdo con el 
concepto de los expertos de la Comisión de Seguimiento y de la compañía encuestadora, 
se encontró que existía la posibilidad de obtener conclusiones estadísticamente represen-
tativas en algunas ciudades en las cuales se hubiera realizado un volumen significativo 
de encuestas adecuadamente distribuidas en el territorio.

El concepto de los expertos señaló la posibilidad de realizar estudios para siete ciu-
dades: Bogotá, Medellín, Cali, Buenaventura, Santa Marta, Bucaramanga y Barranquilla. 
De esta manera, la CSPPDF se dio a la tarea de examinar cuáles eran los análisis más rele-
vantes que deberían contener estos informes y, a partir de la experiencia del diálogo con 
el Gobierno de Bogotá, se decidió incorporar sesenta cuadros de salida de la Encuesta 
Nacional de Verificación a la producción de estos estudios locales.

La producción de informes sobre distintas ciudades de Colombia es relevante 
porque permite un análisis comparado de la situación de los derechos de las víctimas de 
desplazamiento forzado; asimismo, aporta una visión sobre la respuesta que el Estado 
y la sociedad han dado a las personas afectadas por este fenómeno. Igualmente, es una 
guía fundamental para las políticas públicas que se adelantan en estos territorios, espe-
cialmente en un momento en el que más de veinte ciudades de Colombia se han compro-
metido con un enfoque de soluciones duraderas.

Uno de los elementos clave de estos estudios radica en que permiten determinar las 
condiciones de vida de la población desplazada en las urbes, ya que en Colombia la gran 
mayoría de este grupo se encuentra en las ciudades debido a que, en su mayor parte, han 
tenido que abandonar las zonas rurales a causa del conflicto y las violencias sistemáticas. 
Incluso, la mayoría permanece en los centros urbanos con una intención de retorno muy 
baja, dadas las precariedades en las condiciones de vida de los territorios y la inseguridad 
que persiste en las zonas de expulsión.

Se considera que estos estudios permitirán impulsar el enfoque de soluciones dura-
deras, puesto que facilitan una visión integral de las necesidades y condiciones en las que 
vive la población desplazada, lo que posibilita diseñar estrategias claras y concretas para 
el retorno o la integración local.

A pesar de que, ante conflictos o crisis humanitarias prolongadas, la población 
afectada se ubica en las ciudades, la respuesta urbana ha sido relativamente marginal, 
pues ha prevalecido la falsa narrativa de que estas personas eventualmente regresarán 
a sus territorios de origen. Esta visión ha impedido que los centros urbanos desarrollen 
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políticas estructurales y sostenibles de inclusión que aborden las necesidades a largo 
plazo de los desplazados. Pese a algunas acciones puntuales, las ciudades no han imple-
mentado soluciones duraderas.

Dado que la gran mayoría de las víctimas reside en áreas urbanas y el retorno 
depende de su voluntad individual, se requiere urgentemente una política de integración 
local robusta. Este es el gran reto de fondo: aprovechar la disposición actual de varias ciu-
dades para establecer una integración local efectiva. Es crucial conocer las condiciones 
de vida de las personas y diseñar políticas públicas basadas en evidencia que garanticen 
oportunidades reales a las familias y comunidades desplazadas en los entornos urbanos.

La Encuesta Nacional muestra que la población desplazada vive niveles elevados 
de precariedad social y esto plantea un desafío significativo a todos los territorios de 
Colombia, pero especialmente a las ciudades; por ello, estas tienen la oportunidad de 
promover, desarrollar y crear políticas públicas urbanas de integración local para la 
población afectada. Las políticas de integración, además, son fundamentales para las 
nuevas generaciones que son urbanas y que probablemente no retornarán a los territo-
rios o lo harán de forma esporádica. Por lo tanto, se requiere que las políticas públicas 
brinden una oportunidad a estas nuevas generaciones para desarrollar su proyecto de 
vida en los contextos urbanos.

En el entorno urbano, acceder a la educación —incluida la formación para el tra-
bajo—, el empleo, los ingresos, los proyectos productivos, la vivienda digna y las oportu-
nidades de reproducir la vida es imperativo. En consecuencia, la lectura territorial de las 
encuestas ayuda a estructurar políticas públicas útiles, pertinentes, integrales y adecua-
das para atender a la población desplazada forzosamente. La Comisión de Seguimiento 
espera que estos informes contribuyan a ese propósito.

La Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado 
(CSPPDF) agradece los invaluables aportes de la Agencia Española de Cooperación Inter-
nacional para el Desarrollo (AECID), de la coordinación Residente de las Naciones Unidas 
en Colombia y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), así como 
de la Agencia Presidencial de Cooperación Internacional quienes apoyaron la realización 
de estos informes. Igualmente reitera el profundo agradecimiento a ACNUR Colombia por 
su apoyo a la realización de la IV Encuesta Nacional de Verificación. La Comisión hace 
igualmente un especial reconocimiento al compromiso y el trabajo del equipo técnico 
liderado por Luis Jorge Garay Salamanca e integrado con Clara Ramírez, Luis Fernando 
Sánchez y Sebastián Martínez, así como el aporte técnico de Martha Helena Reina y de la 
empresa Geografía y Sistemas SAS quienes procesaron los datos estadísticos.

Marco Romero Silva
Secretario técnico de la Comisión de Seguimiento a la Política 

Pública sobre el Desplazamiento Forzado (CSPPDF)
Director de la Consultoría para los Derechos Humanos y el 

Desplazamiento (CODHES)
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Introducción

A continuación se presenta una breve comparación de la situación en materia de goce 
efectivo de derechos (GED) de la población víctima de desplazamiento forzado que habitaba 
en las ciudades de Barranquilla y AM, Bogotá D. C., Bucaramanga y AM, Buenaventura, 
Cali y AM, Medellín y AM, y Santa Marta entre mayo y agosto de 2023.

Los resultados se basan en la IV Encuesta Nacional de Verificación (ENV) de la situa-
ción de la población desplazada, realizada por la Comisión de Seguimiento a las Políticas 
Públicas sobre Desplazamiento Forzado (CSPPDF) en 2023, con el apoyo de la ACNUR.

Con base en esta encuesta, la Comisión de Seguimiento realizó un análisis de los 
principales indicadores en cada una de estas ciudades para profundizar en la situación 
de la población y las principales falencias en materia de los indicadores de goce efectivo 
de derechos (IGED), definidos por la honorable Corte Constitucional en seguimiento de 
la Sentencia T-025 de 2004, que declaró el estado de cosas inconstitucional (ECI) para 
esta población.
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1. Características demográficas de los 
hogares con personas desplazadas

1.1. Inscripción en el Registro Único de Víctimas

Aunque el RUV fue creado por la Ley 1448 de 2011 y a este ingresaron las personas víctimas 
de desplazamiento forzado anteriormente registradas en el Registro Único de Población 
Desplazada (RUPD), se encontró, en la IV ENV 2023, que todavía, a escala nacional, el 
9,1 % de los hogares con personas desplazadas declararon no estar inscritos en el registro. 
Estos niveles de inscripción varían entre ciudades: Bogotá es la que muestra mayores 
niveles de inscripción (95,4 %), mientras que Bucaramanga y AM, Santa Marta y Medellín 
ostentan los menores niveles (89,9 %, 89,1 % y 87,1 %, respectivamente). En Buenaventura y 
Bucaramanga, a diferencia de las demás ciudades, la inscripción es mucho mayor en los 
hogares con jefatura femenina que entre los que tienen jefatura masculina (93,1 % frente 
a 89,7 % y 92,3 % frente a 87,0 %, respectivamente) (tabla 1).

Tabla 1. Distribución porcentual de los hogares con personas desplazadas 
a partir de 1985 según inscripción en el RUV, por jefatura (2023).

Hogares inscritos en el RUV
Jefatur a de hogar

Total Ma sculina Femenina
Nacional 90,9 91,2 90,8

Barranquilla y AM 93,7 93,4 94,0

Bogotá D. C. 95,4 97,5 94,2

Bucaramanga y AM 89,9 87,0 92,3

Buenaventura 91,7 86,8 93,1

Cali y AM 92,5 93,2 92,2

Medellín y AM 87,1 87,0 87,1

Santa Marta 89,1 89,7 89,9
Fuente: IV ENV-2023
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1.2. Tamaño y composición de los hogares

Los hogares con población desplazada tienen un tamaño mayor que el conjunto de 
hogares colombianos. Mientras un hogar colombiano, en promedio, tiene 2,9 personas, 
un hogar con personas desplazadas cuenta con 3,7 miembros. Este tamaño no es igual 
en todas las ciudades. Santa Marta y Barranquilla y AM son las ciudades con hogares de 
mayor tamaño (4,0) y la población no desplazada representa el 20 % del total del hogar, 
en promedio, en Santa Marta y el 27,5 % en Barranquilla y AM. Por su parte, Medellín es 
la ciudad con hogares más pequeños (3,0), en tanto que Cali y AM es la ciudad con menor 
proporción de personas no desplazadas en los hogares (11 %), lo que sugiere probablemente 
desplazamientos más recientes o menores niveles de integración local (tabla 2).

Tabla 2. Promedio de personas por hogar (2023).

Hogares inscritos en el RUV
Persona s por hogar

Total Despl azada s No despl azada s
Nacional 3,7 3,0 0,7

Barranquilla y AM 4,0 2,9 1,1

Bogotá D. C. 3,6 2,9 0,7

Bucaramanga y AM 3,4 2,6 0,8

Buenaventura 3,4 3,0 0,7

Cali y AM 3,6 3,2 0,4

Medellín y AM 3,0 2,3 0,7

Santa Marta 4,0 3,2 0,8
Fuente: IV ENV-2023

La victimización por desplazamiento forzado ha recaído de forma importante 
sobre las mujeres y los pueblos étnicos. Del total de personas desplazadas en los hogares, 
a escala nacional, el 53 % son mujeres. Este porcentaje es bastante mayor en Cali, puesto 
que alcanza el 59,1 %, en Buenaventura (57,9 %) y en Medellín (56,7 %), mientras que en 
Bogotá y en Santa Marta es similar al promedio nacional, y en Barranquilla y AM y Buca-
ramanga y AM es inferior al promedio nacional (51,6 %) (tabla 3).
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Tabla 3. Distribución porcentual de personas en 
hogares desplazados según sexo (2023)

Ciudades
Sexo

Total Hombre Mujer
Total Nacional 100,0 47,0 53,0
Barranquilla y AM 100,0 48,4 51,6
Bogotá D. C. 100,0 46,8 53,2
Bucaramanga y AM 100,0 48,4 51,6
Buenaventura 100,0 42,1 57,9
Cali y AM 100,0 40,9 59,1
Medellín y AM 100,0 43,3 56,7
Santa Marta 100,0 47,0 53,0

Fuente: IV ENV-2023

En cuanto a la composición étnica, la región del país donde se ubican las ciudades 
marca diferencias importantes. A escala nacional se observa la especial afectación del 
desplazamiento forzado a las poblaciones étnicas, mientras que a nivel de ciudad resalta 
cómo Buenaventura y Cali son las ciudades receptoras de población desplazada pro-
veniente del Pacífico colombiano que se autorreconocen mayoritariamente como per-
tenecientes a los pueblos negros y afrocolombianos (97,3 % y 52,9 %, respectivamente). 
Los pueblos indígenas, por su parte, se han asentado en mayor proporción en Cali y en 
Bogotá (tabla 4).

En contraste, Bucaramanga y AM y Santa Marta son ciudades en donde más del 
90 % de la población no se reconoce como perteneciente a ninguno de los pueblos étnicos, 
seguidas por Medellín y AM, Barranquilla y AM y Bogotá D. C. (88,4 %, 86,8 % y 84,4 %, en 
su orden). Buenaventura y Cali y AM sobresalen por ser las ciudades con mayor diversi-
dad étnica en la población desplazada y Bucaramanga por la menor.

Tabla 4. Distribución porcentual de las personas en hogares 
desplazados según pertenencia étnica (2023)

Ciudades Total Indígena Negro, afrocolombiano, 
r aizal o palenquero 

Ninguna de l a s 
anteriores

Total Nacional 100,0 4,9 20,1 75,9
Barranquilla y AM 100,0 1,8 11,5 86,8
Bogotá D. C. 100,0 5,7 10,0 84,4
Bucaramanga y AM 100,0 0,4 4,4 95,3
Buenaventura 100,0 0,0 97,3 2,7
Cali y AM 100,0 21,4 52,9 25,6
Medellín y AM 100,0 0,3 11,3 88,4
Santa Marta 100,0 1,5 6,7 90,3

Fuente: IV ENV-2023
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En cuanto a la edad, se observa una población desplazada relativamente joven: el 
51,1 % está conformada por niños, niñas, adolescentes y jóvenes (menores de 28 años de 
edad). Esta proporción se eleva al 58,9 % en Cali y al 57,2 % en Buenaventura, mientras 
que en Medellín y AM llega al 47,1 %. Por el contrario, las poblaciones de más edad se 
concentran en mayor proporción en Medellín y AM (los mayores de 60 años de edad 
participan con el 13,4 % de la población desplazada en la ciudad). La proporción de las 
poblaciones desplazadas adultas (entre 28 y 59 años de edad) es más alta en Medellín y 
Bucaramanga (39,5 %), Barranquilla (38,5 %) y Bogotá (37,0 %), en tanto que en Buenaven-
tura llega al 30,5 %; esta distribución poblacional limita las posibilidades de generación 
de ingresos de los hogares. La población desplazada menor de 5 años de edad observa la 
más alta proporción en Cali y Buenaventura (con participaciones del 7,8 % y 8,5 %, frente 
al 5,4 % a escala nacional para población desplazada), lo que implica compromisos con la 
primera infancia especialmente sobresalientes (tabla 5).

Tabla 5. Distribución porcentual de las personas en hogares 
desplazados según grupo de edad (2023).

Ciudades Total
Menores 
de 5 años 
de edad

De 5 a 27 
años de 

edad

De 28 a 
39 años 
de edad

De 40 a 
59 años 
de edad

De 60 y 
má s años 
de edad

Total Nacional 100,0 5,4 45,7 16,0 20,4 11,0

Barranquilla y AM 100,0 7,3 45,6 17,7 20,8 8,6

Bogotá D. C. 100,0 6,5 44,3 15,8 21,2 12,1

Bucaramanga y AM 100,0 7,4 41,5 17,6 21,9 11,5

Buenaventura 100,0 8,5 48,7 12,3 18,2 12,3

Cali y AM 100,0 7,8 51,1 17,1 16,3 7,6

Medellín y AM 100,0 4,3 42,8 18,4 21,1 13,4

Santa Marta 100,0 5,8 46,6 14,0 21,1 12,5
Fuente: IV ENV-2023

La jefatura de los hogares con personas desplazadas es ejercida mayoritariamente 
por mujeres. La proporción de jefatura femenina en estos hogares es, a escala nacional, 
del 63,4 %, proporción superior a la del conjunto de hogares del país, que es del 46,7 %, 
según el DANE.

En las ciudades analizadas, la proporción de jefatura femenina varía así: en Bogotá 
D. C., la proporción de hogares con jefatura femenina es similar al promedio de los hoga-
res desplazados (63,5 %). En cambio, Barranquilla y AM (55,2 %) y Bucaramanga y AM 
(55,6 %) sobresalen por tener tasas de jefatura femenina mucho más bajas que el prome-
dio nacional. En las demás ciudades analizadas es superior, siendo especialmente alta en 
Buenaventura, en donde llega al 77,3 % de los hogares. En las demás ciudades oscila en 
torno al 70 % (tabla 6).
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Tabla 6. Distribución de hogares con personas desplazadas según jefatura (2023).

Ciudades Total Ma sculina Femenina
Total Nacional 100,0 36,6 63,4

Barranquilla y AM 100,0 44,8 55,2

Bogotá D. C. 100,0 36,5 63,5

Bucaramanga y AM 100,0 44,4 55,6

Buenaventura 100,0 22,7 77,3

Cali y AM 100,0 29,8 70,2

Medellín y AM 100,0 29,4 70,6

Santa Marta 100,0 30,8 69,2

Fuente: IV ENV-2023

1.3. Otros factores de vulnerabilidad

Además de los factores sociodemográficos ya señalados, existen otros factores de vulne-
rabilidad que dificultan la transición de los hogares víctimas de desplazamiento forzado 
desde la necesidad de asistencia de emergencia hacia la posibilidad de ejercer la agencia 
de su destino.

La tasa de dependencia económica, que combina variables demográficas y econó-
micas y mide la relación entre el total de personas ocupadas en el hogar y el total de 
personas en el hogar, señala las posibilidades de generación de ingresos por parte de los 
hogares. Para el conjunto de población desplazada del país la tasa es de 2,7, lo que muestra 
un alto nivel de dependencia económica. Por un lado, Bogotá D. C. se distingue por tener 
una menor tasa (2,4), evidenciando ligeramente mejores oportunidades. Por otro lado, 
Medellín y AM, Santa Marta, Barranquilla y AM y Bucaramanga y AM muestran tasas 
ligeramente mayores o iguales (2,9, 2,7, 2,7 y 2,6, respectivamente) al promedio nacional 
para población desplazada. En contraste, Cali y AM presenta una tasa claramente mayor 
de 3,7 y, especialmente, Buenaventura con una tasa de hasta 5,4, lo que pone de presente 
las muy graves dificultades de sostenimiento de sus hogares desplazados (tabla 7).
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Tabla 7. Tasa de dependencia económica de hogares 
con población desplazada (2023).

Ciudades Total
Total Nacional 2,7

Barranquilla y AM 2,7

Bogotá D. C. 2,4

Bucaramanga y AM 2,6

Buenaventura 5,4

Cali y AM 3,7

Medellín y AM 2,9

Santa Marta 2,7
Fuente: IV ENV-2023

Si a esta situación se adicionan bajos niveles educativos entre la población adulta, 
entre otros factores, es claro que, sin la aplicación de políticas públicas idóneas, el mer-
cado por sí solo no es suficiente para generar las oportunidades laborales que requiera la 
población desplazada. A este respecto, es de destacar que, si se define bajo nivel educa-
tivo como haber alcanzado a lo sumo el 5.º grado de educación básica, más de la mitad 
(51,1 %) de la población desplazada adulta de 28 años o más en el país se encuentra en 
esta situación. Por ciudades, las diferencias no son muy marcadas. Bucaramanga y AM, 
Buenaventura y Santa Marta apenas logran niveles relativamente menores (50,2 %, 47,9 % 
y 48,2 %), siendo Medellín y AM la única ciudad entre las analizadas que supera, aunque 
ligeramente (51,9 %), el promedio nacional para población desplazada. Sobresale Barran-
quilla y AM con niveles claramente más bajos que el promedio, puesto que el 42 % de la 
población mayor de 28 años de edad tiene bajos niveles educativos; esto es 9,1 puntos 
porcentuales por debajo del promedio nacional de población desplazada (tabla 8).

Tabla 8. Porcentaje de personas de 28 años de edad o más 
que tienen bajos niveles educativos (2023).

Ciudades Bajos niveles educativos
Total Nacional 51,1

Barranquilla y AM 42,0

Bogotá D. C. 48,9

Bucaramanga y AM 50,2

Buenaventura 47,9

Cali y AM 49,2

Medellín y AM 51,9

Santa Marta 48,2
Fuente: IV ENV-2023
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Otra forma de analizar el potencial de acceso al mercado laboral y de generación de 
ingresos dignos es a través del promedio educativo de la población. A escala nacional, la 
población en hogares desplazados de cinco años de edad y más ha alcanzado 6,5 años de 
educación. La evolución del sistema educativo del país y el aumento de la asistencia esco-
lar se aprecian al observar que, para el conjunto de la población en el país, las personas 
mayores de 60 años de edad cuentan con 3,3 años de educación, en promedio, en tanto 
que las personas jóvenes de 18 a 27 años de edad alcanzan 9,3 años de escolaridad, por 
término medio. Sin embargo, la población desplazada, en su conjunto, no ha logrado, en 
promedio, cursar ni siquiera la educación media completa.

Bogotá D. C. es la ciudad que ha alcanzado un mayor promedio para la población 
desplazada, tanto para el conjunto (6,9 años de educación) como para el grupo de jóvenes 
entre 18 y 27 años de edad (10,5 años de educación, por término medio). Cali y AM cuen-
tan con la población desplazada con menores niveles educativos, por debajo en algo más 
de medio año del promedio nacional (5,9 años); tampoco se aprecia una mejora impor-
tante en la población joven, pues sigue mostrando uno de los menores promedios entre 
las ciudades estudiadas (9,0 años de educación). No sucede lo mismo con Buenaventura: 
aunque el promedio general es uno de los más bajos (6,3 años en promedio), se aprecia un 
esfuerzo que ha logrado elevar los promedios de educación de los jóvenes para alcanzar, al 
igual que Santa Marta, el segundo promedio más alto, con 9,8 años de educación para los 
jóvenes de 18 a 27 años de edad. Por su parte, Bucaramanga y AM, con un nivel promedio 
igual al nacional de población desplazada (6,5 años), tienen el mayor promedio entre la 
población de 28 a 39 años de edad, con 9,3 años de educación en promedio; no así para la 
población joven de 18 a 27 años de edad, puesto que solo llega a 8,8 años de educación, por 
debajo en medio año del promedio nacional de población desplazada (tabla 9).

Tabla 9. Promedio de años de educación de personas de 
5 años y más en hogares desplazados (2023).

Ciudades Total
Personas 

de 5 años de 
edad y más 

De 5 a 
17 años 
de edad

De 18 a 
27 años 
de edad

De 28 a 
39 años 
de edad

De 40 a 
59 años 
de edad

De 60 y 
más años 
de edad

Total Nacional 100,0 6,5 4,4 9,3 8.7 6,5 3,3

Barranquilla 
y AM 100,0 6,4 4,3 9,4 8,5 6,3 3,5

Bogotá D. C. 100,0 6,9 4,3 10,5 9,2 7,0 3,3

Bucaramanga 
y AM 100,0 6,5 4,2 8,8 9,3 6,4 3,4

Buenaventura 100,0 6,3 3,9 9,8 9,1 6,4 3,9

Cali y AM 100,0 5,9 3,6 9,0 8,3 5,4 2,7

Medellín y AM 100,0 6,5 4,8 9,2 8,3 6,6 3,0

Santa Marta 100,0 6,7 5,0 9,8 8,4 6,8 3,9
Fuente: IV ENV-2023
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2.1. Derecho a la salud

2.1.1. Percepción del estado de salud

La percepción del estado de salud es un indicador subjetivo sobre la condición de salud 
de la población. El 64 % de la población desplazada del país considera que su estado de 
salud es bueno (58,3 %) o muy bueno (5,7 %). Esta proporción varía ampliamente entre 
ciudades. En Medellín y AM y en Barranquilla y AM alcanza el 70,3 % y en Santa Marta y 
AM el 69,9 %, mientras que en Buenaventura solo el 54,3 % (tabla 10).

Tabla 10. Percepción del estado de salud de las 
personas en hogares desplazados (2023).

Total Muy 
Bueno Bueno Regular Malo Muy 

Malo

Total Nacional 100,0 5,7 58,3 28,0 7,0 0,9

Barranquilla y AM 100,0 6,4 63,9 23,3 5,0 1,3

Bogotá D. C. 100,0 5,6 53,1 31,3 8,7 1,4

Bucaramanga 
y AM 100,0 5,9 61,9 26,2 5,9 1,1

Buenaventura 100,0 2,3 52,0 36,7 8,3 0,7

Cali y AM 100,0 3,1 54,6 32,7 7,5 2,1

Medellín y AM 100,0 11,5 58,8 22,5 4,7 2,5

Santa Marta 100,0 14,9 55,0 23,4 5,9 0,8
Fuente: IV ENV-2023
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2.1.2. Afiliación al Sistema General de Seguridad Social  
en Salud

La afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) es la puerta de entrada 
al sistema de salud. Según datos del DANE (2023, anexo, cuadro 15), el 95,7 % de la población 
en las cabeceras municipales del país se encontraba afiliada al sistema, cobertura un poco 
superior a la encontrada por la IV ENV 2023 para la población en hogares con personas 
desplazadas, con el 93 % de afiliados. Esta tasa de afiliación varía de forma importante 
entre ciudades y, de manera opuesta a lo esperado en un principio, las tres ciudades 
más grandes tienen menores tasas de afiliación al sistema para la población desplazada: 
Medellín con el 78,4 %, Bogotá D. C. con el 88,0 % y Cali y AM con el 89,5 %. Dos de esas 
ciudades concentran también la mayor proporción de afiliados en el régimen contribu-
tivo (el 37,1 % en Medellín y AM y el 31,9 % en Bogotá D. C.), seguidas por Bucaramanga 
y AM, con un 22,1 % de afiliados al régimen contributivo, porcentaje superior al de Cali y 
AM (17,1 %) y Barranquilla y AM (11,7 %), lo cual sugiere una mayor amplitud del mercado 
laboral y el mayor acceso de la población víctima de desplazamiento a mercados formales. 
En Buenaventura, al contrario, se observan altas tasas de afiliación (94,0 %), pero con la 
mayor proporción de afiliados en el régimen subsidiado (93,0 %). Estos resultados se rela-
cionan tanto con la actuación de las autoridades municipales como con la configuración 
del mercado laboral. Lo mismo ocurre, aunque en menor escala, en Santa Marta, con la 
más alta tasa de afiliación (97,2 %) y una elevada participación del régimen subsidiado 
(82,9 %) (tabla 11).

Tabla 11. Afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud (2023).

Ciudades Total
No 

afiliados 
o no sabe 

Afiliados Contributivo Subsidiado
No sabe 

a cuál 
régimen

Total Nacional 100,0 7,0 93,0 17,1 82,6 0,3

Barranquilla 
y AM 100,0 8,6 91,4 11,7 87,6 0,8

Bogotá D. C. 100,0 12,0 88,0 31,9 67,7 0,4

Bucaramanga 
y AM 100,0 5,3 94,7 22,1 77,3 0,6

Buenaventura 100,0 6,0 94,0 6,5 93,0 0,5

Cali y AM 100,0 10,5 89,5 17,1 82,6 0,3

Medellín y AM 100,0 21,6 78,4 37,1 62,6 0,2

Santa Marta 100,0 2,8 97,2 16,1 82,9 1,0
Fuente: IV ENV-2023
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2.1.3. Atención de la enfermedad

Durante el mes anterior a la realización de la IV ENV 2023, una cuarta parte de las 
personas desplazadas (el 25,5 %) se sintió enferma y el 67,9 % solicitó los servicios de su 
EPS, bien en el régimen contributivo, especial o subsidiado. De ellos, el 96,7 % recibió 
atención. Por ciudades, en Medellín y AM se registró la menor proporción de población 
que se sintió enferma en la semana anterior a la encuesta, solo el 11,7 %; de ella, el 64 % 
solicitó los servicios de su EPS y el 90,5 % fue atendido. Por el contrario, en Bogotá D. C., 
que tiene el mayor porcentaje de reporte de enfermedad, con el 30,7 %, el 62,3 % solicitó 
los servicios y el 91,9 % fue atendido. A su vez, Santa Marta y AM observó tanto niveles 
de percepción de enfermedad como de solicitud de servicios superiores al promedio 
nacional (27,7 % y 73,1 %), pero el porcentaje de atención fue sustancialmente inferior 
(90,4 %). Por su parte, Bucaramanga y AM reportó niveles de percepción de enfermedad 
(19,8 %), inferiores a los del promedio nacional de población desplazada (25,5 %), con los 
más altos niveles de atención (98,2 %) de todas las ciudades analizadas. Por último, si 
bien Buenaventura tuvo un nivel de reporte de enfermedad inferior al promedio nacio-
nal (22,7 %), observó un muy alto nivel de solicitud de atención, que fue respondido 
efectivamente en su totalidad (tabla 12).

Tabla 12. Reporte de enfermedad, solicitud de servicios y atención recibida (2023).

Ciudades Se sintió 
enfermo

Solicitó los 
servicios de su EPS Recibió atención 

Total Nacional 25,5 67,9 96,7

Barranquilla y AM 21,1 77,5 96,5

Bogotá D. C. 30,7 62,3 91,9

Bucaramanga y AM 19,8 75,0 98,2

Buenaventura 22,7 88,0 100,0

Cali y AM 19,2 73,3 90,6

Medellín y AM 11,7 64,0 90,5

Santa Marta 27,7 73,1 90,4

Fuente: IV ENV-2023
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2.2. Derecho a la alimentación

La insuficiencia alimentaria, medida a través de tres indicadores, afecta a un porcentaje 
importante de la población desplazada. Los tres indicadores evaluados fueron: 1) consumir 
menos de lo que deseaba por falta de alimentos o de dinero para comprarlos; 2) quejarse 
de hambre por falta de alimentos o de dinero para comprarlos y 3) dejar de consumir al 
menos algún desayuno, almuerzo o cena por falta de alimento o de dinero para comprarlos. 
Cuando se cumple con los tres indicadores, se considera que la persona se encuentra en 
una situación crítica de insuficiencia alimentaria.

En 2023, un 36,3 % de las personas en hogares desplazados respondieron afirmati-
vamente a los tres indicadores anteriores, en tanto que otro 50,5 % no presentaba ningún 
síntoma. Por ciudades, la situación es más crítica en Cali y AM, en donde el 59,9 % de 
las personas desplazadas presentó los tres síntomas, y en Buenaventura, en donde este 
porcentaje de insuficiencia alimentaria llegó al 53,4 % (23,6 y 17,1 puntos porcentuales por 
encima del promedio nacional de población desplazada, respectivamente). Asimismo, 
Barranquilla y AM presenta niveles superiores al promedio nacional de población des-
plazada (36,3 %), con el 49,2 % de las personas desplazadas en situación de estricta insu-
ficiencia alimentaria. Bogotá D. C. se encuentra ligeramente por encima del promedio 
nacional (37,4 %). En marcado contraste, Medellín y AM registró el nivel menos crítico de 
insuficiencia alimentaria, significativamente inferior al promedio nacional de población 
desplazada (21,5 %). Los resultados son también relativamente favorables para el caso de 
Bucaramanga y AM, con un porcentaje de personas desplazadas con los tres síntomas de 
insuficiencia alimentaria del 27,4 %, esto es, 8,9 puntos porcentuales menos que el pro-
medio nacional de población desplazada (tabla 13).

Tabla 13. Indicadores de insuficiencia alimentaria 
en la población desplazada (2023).

Ciudades Presentan los tres 
síntomas

Presenta alguno 
de los síntomas

No presentan 
ningún síntoma 

Total Nacional 36,3 49,5 50,5

Barranquilla y AM 49,2 59,9 40,1

Bogotá D. C. 37,4 56,5 43,5

Bucaramanga y AM 27,4 34,5 65,5

Buenaventura 53,4 63,7 36,3

Cali y AM 59,9 68,7 31,3

Medellín y AM 21,5 28,1 76,1

Santa Marta 34,4 42,1 57,9
Fuente: IV ENV-2023
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2.3. Derecho a la educación

El indicador de GED aprobado por la Corte Constitucional es que todos los niños, niñas 
y adolescentes entre 5 y 17 años de edad asistan a un establecimiento educativo. Para el 
promedio nacional de población desplazada, las tasas de asistencia llegan al 91,4 % para 
niños, niñas y adolescentes entre 5 y 17 años de edad, y aumentan al 93,7 % cuando se toma 
el grupo de edad de 5 a 16 años de edad. Por ciudades, Medellín y AM (89,0 %), Buenaventura 
(90,0 %), Bogotá D. C. (91,2 %) y Bucaramanga y AM (91,9 %) alcanzan tasas de asistencia 
más bajas que el promedio nacional, siendo especialmente baja la tasa de asistencia de 
los jóvenes de 17 años de edad en Bogotá D. C. (55,9 %). A su turno, Barranquilla y AM 
(93,2 %), Cali y AM (94,4 %) y Santa Marta y AM (95,0 %) tienen tasas más altas que el 
promedio, con la característica de que la tasa de asistencia de la población de 17 años de 
edad en Santa Marta y AM alcanza hasta un 80,5 %, 24,6 puntos porcentuales por encima 
de la de Bogotá D. C. (tabla 14).

Tabla 14. Indicador GED a la educación. Tasa de asistencia escolar de la 
población en hogares desplazados entre 5 y 17 años de edad (2023).

Ciudades Población entre 5 y 
17 años de edad

Población entre 5 y 
16 años de edad 

Población de 17 
años de edad 

Total Nacional 91,4 93,7 67,2

Barranquilla y AM 93,2 94,8 77,2

Bogotá D. C. 91,2 94,6 55,9

Bucaramanga y AM 91,9 93,0 74,9

Buenaventura 90,0 91,9 68,4

Cali y AM 94,4 95,5 75,4

Medellín y AM 89,0 90,8 74,2

Santa Marta 95,0 96,3 80,5
Fuente: IV ENV-2023

En cuanto a otros aspectos del derecho, cabe señalar la cobertura de alimentación 
escolar, que llega al 55,7 % en el promedio nacional de población desplazada, entre ali-
mentación ofrecida de forma permanente (46,3 %) y esporádica (9,4 %) (tabla 15).

Bogotá D. C. se distingue por alcanzar la mayor cobertura de forma permanente 
con el 68,2 % (21,9 puntos porcentuales más que el promedio nacional de población des-
plazada), en marcado contraste con Barranquilla y AM, Cali y AM y Buenaventura, que 
apenas alcanzan niveles del 26,3 %, 36,8 % y 38,9 %, en su orden.
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Tabla 15. Cobertura de alimentación escolar (2023).

Ciudades
Reciben 

alimentación en 
forma permanente

Reciben 
alimentación en 

forma esporádica 

No reciben 
alimentación 

Total Nacional 46,3 9,4 44,3

Barranquilla y AM 26,3 13,1 60,6

Bogotá D. C. 68,2 8,2 23,5

Bucaramanga y AM 46,3 3,3 50,3

Buenaventura 38,9 18,8 42,3

Cali y AM 36,8 15,6 47,6

Medellín y AM 50,2 10,9 38,9

Santa Marta 47,8 8,2 44,1
Fuente: IV ENV-2023
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3. Subsistema de  
autosostenibilidad

Este subsistema está integrado por los derechos a la vivienda digna, a la generación de 
ingresos y al retorno. El acceso a la vivienda en condiciones de dignidad permite a los 
hogares afectados por el desplazamiento forzado destinar solo una parte adecuada de 
sus recursos a los gastos de vivienda, contar con seguridad frente a desalojos y despojos, 
acceder a servicios domiciliarios básicos y contar con el abrigo y el entorno adecuados a la 
dignidad humana. Por su parte, el poder generar y destinar ingresos en forma autónoma 
permite escoger alternativas para contribuir a la consolidación de proyectos de vida y de 
soluciones de carácter duradero para la superación del estado de cosas inconstitucional 
(ECI). De allí que la Corte Constitucional haya hecho énfasis en diversas oportunidades 
en la necesidad de contar con políticas públicas idóneas en esta materia.

3.1. Derecho a la vivienda digna

En forma resumida, los componentes del indicador se vivienda digna son:

•	 Seguridad jurídica en la tenencia de la vivienda. Se cumple cuando los hogares 
habitan, o bien una vivienda propia, totalmente pagada o no, pero con escritura 
registrada, o bien una vivienda en arriendo con contrato escrito. Hay una definición 
pendiente con respecto al grado de seguridad jurídica que otorga un contrato verbal 
de arrendamiento.

•	 Materiales adecuados de vivienda. Se satisface cuando los hogares habitan viviendas 
con paredes adecuadas (bloque o ladrillo, piedra, tapia pisada o adobe).

•	 Acceso a cuatro servicios domiciliarios: energía eléctrica, acueducto, alcantarillado 
y recolección de basuras. Se considera que una vivienda cumple con este compo-
nente cuando tiene acceso a estos cuatro servicios.



30

Situación de la población víctima de desplazamiento forzado en siete ciudades de Colombia…

•	 Seguridad física de la vivienda. Se cumple cuando las viviendas no han sido afectadas 
por eventos de alto riesgo o no están ubicadas en zonas declaradas como tales.

•	 Hacinamiento, medido a través de dos indicadores: el primero es la presencia de 
más de un hogar en la vivienda y el segundo, el porcentaje de hogares con tres o más 
personas por cuarto para dormir de uso exclusivo del hogar.

El indicador de GED implica que se cumplan simultáneamente todas las condicio-
nes. Los niveles de cumplimiento de este indicador para la población desplazada son 
muy bajos, tanto en el promedio del país como en las distintas ciudades analizadas. A 
nivel nacional, llega al 15,5 % del total de hogares con personas desplazadas, en tanto que 
los más altos índices en ciudades son los de Bucaramanga y AM (17,9 %), Bogotá (18,4 %) y 
todavía más —resultado no esperado— Buenaventura (20,3 %). Ello está relacionado con 
una mayor seguridad jurídica y con una ubicación de viviendas en menor proporción en 
zonas que hayan sufrido eventos de alto riesgo en los cinco años anteriores a la encuesta 
o que hayan sido declaradas como de alto riesgo. En contraste, las ciudades con menor 
nivel de cumplimiento del indicador son Barranquilla y AM y Cali y AM, donde solo el 
11,3 y el 13,0 % de las viviendas cumplen las cinco condiciones simultáneamente (tabla 16).

El indicador con más bajo desempeño es el de seguridad jurídica, pues solo el 26,7 % de 
los hogares con personas desplazadas del país lo cumple. Por ciudades, Bucaramanga (30,9 %), 
Bogotá (29,1 %) y Buenaventura (28,7 %) tienen niveles superiores al promedio nacional.

El acceso a servicios domiciliarios es el segundo indicador con peor desempeño: 
solo el 69,2 % de los hogares desplazados del país lo cumple. Santa Marta y AM es la 
ciudad con mayor déficit en la materia, pues solo el 60,6 % de los hogares cumple con el 
acceso a los cuatro servicios domiciliarios; seguida por Barranquilla y AM y Buenaven-
tura con apenas el 66 % y el 69,4 %, mientras que Bucaramanga (74,6 %), Bogotá D. C. 
(73,9 %), Cali y AM (73,1 %) y Medellín y AM (72,2 %) tienen niveles de cobertura superio-
res al promedio nacional.

La ubicación en zonas libres de alto riesgo es el tercer indicador con más bajo 
cumplimiento, llegando al 73,9 % de los hogares desplazados en el país. Bogotá D. C. 
es la ciudad con mayores falencias en la materia (68,0 %), seguida por Barranquilla y 
AM (68,6 %) y Bucaramanga y AM (71,9 %); esto puede estar indicando tanto una mayor 
exposición al riesgo como un mayor conocimiento de la comunidad sobre este. Por el 
contrario, Buenaventura y Santa Marta tienen los mejores desempeños en la materia 
(80,0 % y 80,5 %).

La no existencia de hacinamiento es el cuarto indicador. Se divide en dos partes: 
la primera con altos niveles de cumplimiento, ya que muy pocos hogares comparten la 
vivienda con otros hogares, sin mayor variación entre ciudades. La segunda es la presen-
cia de menos de tres personas por cuarto para dormir. El promedio nacional es del 75,6 % 
de los hogares desplazados. A nivel de ciudad, Barranquilla y AM, Santa Marta y Cali y AM 
tienen niveles menores de cumplimiento con el 68,0 %, 72,3 % y 72,5 %, respectivamente.
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Finalmente, el indicador con mejor desempeño es el de material de las paredes exte-
riores, que es cumplido por el 88,4 % de los hogares desplazados en el país, con un desem-
peño inferior en Santa Marta y AM, donde solo llega al 84,7 %, seguido por Barranquilla 
y AM con el 87,3 % y Cali y AM con el 88,9 %. En las demás ciudades se supera el promedio 
nacional.

Tabla 16. Indicador de goce efectivo de derecho a la vivienda 
digna en hogares con personas desplazadas (2023)

Ciudades

Seguridad 
jurídica 

(Propia con 
escritura 

registrada 
o arriendo 

con contrato 
escrito)

Materiales 
adecuados 

en las 
paredes 

exteriores 
de la 

vivienda 

Acceso a 4 
servicios 

(energía, 
acueducto, 

alcantarillado, 
recolección de 

basuras)

Seguridad 
física (no 
afectadas 

por eventos 
ni ubicadas 

en zona 
declarada de 
alto riesgo)

No hacinamiento

Todos los 
anteriores 

IGEDMenos de 
3 personas 
por cuarto 

para dormir

Un único 
hogar 
en la 

vivienda

Total Nacional 26,7 88,4 69,2 73,9 75,6 98,3 15,5
Barranquilla 
y AM 23,4 87,3 66,0 68,6 68,0 94,5 11,3

Bogotá D. C. 29,1 90,9 73,9 68,0 78,0 98,3 18,4
Bucaramanga 
y AM 30,9 91,0 74,6 71,9 74,6 99,8 17,9

Buenaventura 28,7 93,4 69,4 80,0 80,5 100,0 20,3
Cali y AM 21,6 88,9 73,1 76,2 72,5 98,3 13,0
Medellín y AM 25,2 91,8 72,2 73,2 78,4 92,5 16,6
Santa Marta 26,3 84,7 60,6 80,5 72,3 98,9 15,6

Fuente: IV ENV-2023

Adicionalmente, vale la pena agregar un indicador que, aunque no forma parte 
del IGED, es de interés para el diseño de políticas públicas de soluciones duraderas para 
la integración local. Este indicador, aunque capta el conocimiento de los hogares y no 
el estatus legal definido, muestra que buena parte de la población víctima de despla-
zamiento forzado habita en barrios no legalizados. Este porcentaje alcanza una cuarta 
parte de los hogares desplazados a nivel nacional. A nivel de ciudades, Barranquilla y 
AM con el 30,8 % de los hogares desplazados, Santa Marta (26,6 %) y Cali y AM (26,1 %) 
tienen niveles superiores de viviendas en barrios no legalizados, mientras que Bogotá, D. 
C. (23,3 %) y Buenaventura (22,9 %) presentan niveles inferiores al promedio nacional de 
población desplazada.
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Tabla 17. Hogares con personas desplazadas que 
habitan en barrios no legalizados (2023).

Ciudades Barrio no legalizado
Total Nacional 25,0

Barranquilla y AM 30,8

Bogotá D. C. 23,3

Bucaramanga y AM 25,0

Buenaventura 22,9

Cali y AM 26,1

Medellín y AM 24,6

Santa Marta 26,6
Fuente: IV ENV-2023

3.2. Derecho a la generación de ingresos

La capacidad de los hogares para generar ingresos de forma autónoma para su propio 
sostenimiento de manera permanente determina las condiciones de pobreza y calidad de 
vida de la población. Desde un enfoque de soluciones duraderas, la inclusión productiva 
y laboral es una condición necesaria para el desarrollo de proyectos de vida digna.

La Corte Constitucional definió como indicador de goce efectivo de la generación 
de ingresos en el corto plazo a la superación de la pobreza monetaria extrema (anterior-
mente línea de indigencia), que supone la capacidad de lograr la mera subsistencia física 
de las personas; y en el largo plazo, la superación de la pobreza monetaria.

Los niveles de pobreza monetaria calculados con base en los datos de la IV ENV-2023, 
siguiendo en lo posible la metodología que usa el DANE para el cálculo de la pobreza del 
país, confirman la alta vulnerabilidad de la población víctima de desplazamiento for-
zado. Es así como solo el 23,9 % de los hogares con población desplazada del país supera 
la línea de pobreza; es decir, hogares que no pueden considerarse como pobres mone-
tariamente. Estos niveles varían entre ciudades, siendo Medellín y AM (26,3 %), Santa 
Marta (25,7 %) y Bucaramanga y AM (24,6 %) las ciudades con un desempeño ligeramente 
mejor. Por su parte, en Buenaventura solo el 14,0 % supera la línea de pobreza monetaria, 
por lo que el 86,0 % de los hogares desplazados pueden considerarse como pobres desde 
el punto de vista monetario.

La pobreza extrema es también muy alta, lo cual pone en grave riesgo la mera sobre-
vivencia de los hogares. En Buenaventura, solo el 44,0 % de los hogares tiene ingresos 
superiores a los de la línea de pobreza extrema, con la característica de que Cali y AM 
también adolece de niveles de pobreza extrema muy altos, dado que solo el 46,4 % la 



33

3. Subsistema de autosostenibilidad

supera. Esto se relaciona con la composición de género y etnia, puesto que en su mayoría 
son hogares con elevada participación de pueblos negros y afrocolombianos provenien-
tes del Pacífico colombiano, sujetos a un histórico marginamiento social y con tasas 
de jefatura femenina más elevadas que para el conjunto de la población desplazada del 
país. En contraste, Bucaramanga y AM y Medellín y AM muestran el mejor desempeño, 
ya que el 69,5 % y el 69,4 % de los hogares desplazados supera la pobreza extrema, res-
pectivamente. En Bogotá, D. C., dicho porcentaje es el 66,2 % y en Santa Marta, el 61,4 %, 
otras dos ciudades con desempeños mejores que el promedio del país para la población 
desplazada.

Tabla 18. IGED a la generación de ingresos. Porcentaje de hogares con personas 
desplazadas que superan la línea de pobreza extrema y la línea de pobreza (2023).

Ciudades Superan la línea de 
pobreza extrema

Superan la línea de 
pobreza

Total Nacional 59,7 23,9

Barranquilla y AM 58,4 23,9

Bogotá D. C. 66,2 23,5

Bucaramanga y AM 69,5 24,6

Buenaventura 44,0 14,0

Cali y AM 46,4 21,4

Medellín y AM 69,4 26,3

Santa Marta 61,4 25,7
Fuente: IV ENV-2023

Esta situación se comprende cuando se analizan los ingresos laborales recibidos por 
los hogares. Del total de personas desplazadas ocupadas en el país, solamente el 21,8 % 
obtuvo ingresos laborales iguales o superiores al salario mínimo legal vigente en 2023 
(1 SMMLV, equivalente a $ 1 160 000 al mes). Este porcentaje es mayor en Bogotá, D. C., 
donde llega al 34,9 %; en Bucaramanga y AM, al 33,6 % y en Medellín y AM, al 33,2 %. En 
las demás ciudades está claramente por debajo del promedio nacional, al punto de que en 
Buenaventura y Cali apenas llega al 12,3 % y 13,0 % respectivamente, y en Barranquilla y 
AM, al 14,4 %. No sorprenden las cifras de pobreza monetaria cuando el 47,1 % de los des-
plazados ocupados obtuvo ingresos inferiores a medio salario mínimo, porcentaje que 
llega al 66,7 % en Buenaventura, al 54,1 % en Cali y AM y al 53,4 % en Barranquilla y AM
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Tabla 19. Distribución de los ocupados en hogares con personas desplazadas, 
según ingreso laboral corriente obtenido en el mes anterior a la encuesta (2023).

 Menos de 1/2 
SMMLV

Entre 1/2 y menos 
de 1 SMMLV

1 SMMLV y 
más

Sin 
Información

Total Nacional 47,1 28,6 21,8 2,4

Barranquilla y AM 53,4 28,3 14,4 3,9

Bogotá D. C. 37,7 22,5 34,9 4,8

Bucaramanga y AM 35,7 28,2 33,6 2,4

Buenaventura 66,7 18,7 12,3 2,3

Cali y AM 54,1 30,4 13,0 2,4

Medellín y AM 40,3 24,4 33,2 2,0

Santa Marta 48,3 34,4 15,4 1,8
Fuente: IV ENV-2023

La posición ocupacional da cuenta de la relación de los trabajadores con el mer-
cado laboral. Por una parte, se encuentran los empleados y obreros de empresas o del 
Gobierno y los empleados domésticos y jornaleros que formalmente son definidos como 
asalariados. Por otra parte, los trabajadores independientes y los patrones o empleadores, 
que son considerados como independientes.

Lograr ubicarse en el mercado como asalariado permite un mayor cumplimiento 
de los derechos laborales y, al menos en principio, brinda posibilidades de mayor esta-
bilidad económica. Entre la población ocupada en hogares con personas desplazadas, 
el 29,8 % son empleados u obreros particulares; otro 1,2 %, empleados u obreros del 
Gobierno; 4,5 %, empleados domésticos y 5,2 %, jornaleros o peones. Es decir, un 40,7 % 
de los ocupados tendría una teórica relación salarial. Por otra parte, el 57,3 % se declara 
como trabajador independiente y solo un 1,4 % como patrón o empleador. En estas últi-
mas ocupaciones, hay posiciones típicamente femeninas como empleados domésticos, o 
masculinas como jornalero o peón (tabla 20).

Por ciudades, las diferencias son importantes. En general, todas las ciudades tienen 
participaciones de los empleados u obreros que superan el promedio nacional de pobla-
ción desplazada (31,0 %), salvo Santa Marta y Barranquilla y AM, donde solo llega al 
20,4 % y 25,3 % del total. Bucaramanga y AM es la ciudad con mayor participación de 
obreros o empleados (43,6 %), en tanto que Bogotá D. C. y Medellín y AM superan el 
40,7 %; Cali y AM y Buenaventura apenas superan el 35,0 %.

Los empleados domésticos de población desplazada están especialmente presentes 
en Barranquilla y AM y Buenaventura con el 10,6 % y el 10,1 % %de los ocupados, y Santa 
Marta con el 9,1 %, lo que duplica el promedio nacional de población desplazada. Por su 
parte, Bucaramanga y AM sobresale con la más baja participación de empleados domés-
ticos entre las ciudades analizadas, con solo el 1,3 %.
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Los trabajadores desplazados por cuenta propia están especialmente presentes en 
Santa Marta, con una participación del 68,0 %, y en Barranquilla y AM con el 61,6 %, lo 
que evidencia un mercado laboral predominantemente informal y donde las oportuni-
dades laborales para la población desplazada parecen especialmente precarias. En el otro 
extremo, en Medellín y AM solo representan el 39,4 % (hasta 17,9 puntos porcentuales 
menos que el promedio nacional de población desplazada), mientras en las demás ciuda-
des se sitúa alrededor del 49 %,0 %.

A su vez, patrones y empleadores solo tienen presencia destacable en Medellín, en 
donde representan el 7,4 % de los ocupados, muy por encima del promedio nacional 
(1,4 %) y de su presencia en las demás ciudades.

Tabla 20. Distribución de los ocupados en hogares con personas 
desplazadas, según posición ocupacional (2023).

 
Empleado 
u obrero 

particular

Empleado 
u obrero 

Gobierno

Empleado 
doméstico

Jornalero 
o peón

Trabajador 
por cuenta 

propia

Patrón o 
empleador

Ayudante, 
trabajador o 
familiar sin 

remuneración

Total Nacional 29,8 1,2 4,5 5,2 57,3 1,4 0,8

Barranquilla 
y AM 24,7 0,6 10,6 1,2 61,6 1,4 0,0

Bogotá D. C. 41,6 0,8 2,7 4,1 49,1 0,6 1,2

Bucaramanga 
y AM 42,9 0,7 1,3 1,6 52,4 0,8 0,4

Buenaventura 29,2 5,9 10,1 5,0 49,1 0 0,7

Cali y AM 34,3 1,4 6,8 4,8 49,9 1,1 1,7

Medellín y AM 40,5 0,2 7,9 4,3 39,4 7,4 0,3

Santa Marta 19,7 0,7 9,1 0,7 68,0 1,5 0,4

Fuente: IV ENV-2023

Como es claro, entonces, la proporción de trabajadores asalariados oscila entre el 
30,2 % y 37,1 % (en Santa Marta y Barranquilla y AM) y el 49,2 %, 50,4 % y 52,7 % (en Bogotá 
D. C., Buenaventura y Medellín y AM) del total de ocupados en los hogares con perso-
nas desplazadas. Para ellos, los indicadores complementarios que buscan establecer el 
cumplimiento de derechos laborales tienen niveles de cumplimiento bajos. El de mayor 
cobertura es el cumplimiento de la jornada legal, que llega a apenas el 45,3 % de los tra-
bajadores asalariados de población desplazada en el país. La cotización a ARL cubre al 
35,8 % de estos; el contrato a término indefinido, al 23,1 % y el contrato a término fijo, al 
8,2 %. Además, solo el 21,8 % de los asalariados desplazados en el país alcanza ingresos 
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por lo menos iguales al salario mínimo, por lo que solo para este conjunto de ocupados 
asalariados puede decirse que existen condiciones de trabajo dignas (tabla 21).

Por ciudades, Bucaramanga y AM presenta los mejores indicadores en todas las 
variables analizadas: el 63,4 % cumple con la jornada laboral máxima establecida; el 
44,5 % tiene contrato laboral, bien sea a término indefinido (36,0 %) o fijo (8,5 %). Asi-
mismo, el 50,9 % de los asalariados cuenta con afiliación a una ARL y el 56,3 % recibe 
mensualmente por lo menos un salario mínimo legal.

Medellín y AM, que tiene la mayor proporción de trabajadores asalariados (52,7 %), 
presenta buenos indicadores en cuanto a cumplimiento de la jornada laboral legal (entre 
40 y 48 horas semanales) (57,3 %), cotización a ARL (36,9 %), contrato laboral —ya sea a 
término indefinido (24,5 %) o fijo (3,9 %)— e ingresos laborales por lo menos iguales al 
salario mínimo vigente (50,8 %).

Barranquilla y AM, con la segunda menor proporción de trabajadores asalariados 
(37,1 %), tiene indicadores inferiores al promedio nacional de población desplazada, salvo 
en jornada laboral legal y remuneración superior o igual a 1 SMMLV, para los cuales el 
cumplimiento es superior.

Santa Marta, con el 30,2 % de trabajadores asalariados, tiene el segundo mejor 
indicador en cumplimiento de jornada laboral (61,5 %) y un indicador superior al pro-
medio nacional de población desplazada en remuneración igual o superior al mínimo 
legal (35,7 %). En el otro extremo, Buenaventura, con una participación del 50,4 % de 
asalariados, de los cuales el 10,1 % son empleados domésticos y el 5,0 % jornaleros o 
peones, tiene los más bajos indicadores complementarios en materia de contrato labo-
ral escrito (con solamente el 3,5 %) y en cumplimiento con el pago del salario mínimo 
(19,8 %). En posición relativamente similar, Cali y AM, con algo menos de la mitad (el 
47,3 %) de ocupados como trabajadores asalariados, muestra los más bajos indicadores 
en cumplimiento de jornada laboral (35,8 %) y remuneración con por lo menos el sala-
rio mínimo (19,6 %).

A su turno, Bogotá, D. C., con el 49,2 % de trabajadores asalariados, alcanza indi-
cadores superiores al promedio nacional de población desplazada en cumplimiento 
de jornada laboral (48,7 %) y en remuneración superior o igual al salario mínimo legal 
(34,5 %). La menor proporción de contratos laborales escritos y de cotización a ARL 
que el promedio a nivel nacional para la población desplazada sugiere niveles muy 
bajos de formalidad laboral para los ocupados asalariados de los hogares desplazados 
en la ciudad.
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3. Subsistema de autosostenibilidad

Tabla 21. Indicadores complementarios de GED a la generación de ingresos 
para personas en hogares desplazados ocupadas como asalariados (2023).

 
Jornada 
laboral 

legal

Contrato de 
trabajo escrito 

indefinido

Contrato 
de trabajo 
escrito fijo 

Cotizan 
a ARL 

Remuneraciones 
iguales a 1 

SMMLV o Más
Total Nacional 45,3 23,1 8,2 35,8 21,8

Barranquilla 
y AM 46,2 21,1 5,4 33,7 27,7

Bogotá D. C. 48,7 17,1 7,2 26,3 34,5

Bucaramanga 
y AM 63,5 36,0 8,5 50,9 56,3

Buenaventura 42,3 3,5 4,6 17,1 19,8

Cali y AM 35,8 12,4 10,3 28,1 19,6

Medellín y AM 57,3 24,5 3,9 36,9 50,8

Santa Marta 61,5 22,0 3,9 33,9 35,7
Fuente: IV ENV-2023

3.3 Derecho al retorno o la reubicación

La mayoría de la población desplazada en el país desea permanecer en el lugar en el que 
se encuentra (74,9 %), y muy poca tiene intenciones de regresar al lugar de donde fue des-
plazada (5,2 %), de reubicarse en otro municipio (7,4 %) o fuera del país (4,0 %) (tabla 22).

Los resultados de las ciudades muestran la misma tendencia. Los hogares despla-
zados de Barranquilla y AM (71,0 %) y de Buenaventura (71,4 %) son los que muestran 
en menor proporción su intención de permanecer en la ciudad en donde se encuentran, 
mientras que los de Bucaramanga y AM son los que prefieren en mayor medida perma-
necer en la ciudad (77,1 %).

Las preferencias de los hogares desplazados por retornar al lugar de donde fueron 
desplazados son mayores en Barranquilla y AM (7,9 %) y Bogotá, D. C. (6,3 %); en tanto 
que los hogares desplazados de Bogotá (9,8 %) y Buenaventura (9,1 %) son los que mues-
tran en mayor medida su interés por reubicarse en un municipio diferente.

Los hogares desplazados de Cali y AM, Medellín y AM y Santa Marta son los que 
tienen una mayor intención de reubicarse fuera del país (5,5 %).
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Tabla 22. Intención de retorno, reubicación o permanencia 
de los hogares con personas desplazadas (2023).

 

Retornar al 
municipio 
de donde 
salieron

Reubicarse 
en otro 

municipio

Reubicarse 
en el 

exterior 

Permanecer 
en donde se 
encuentran 

No han 
decidido

Total Nacional 5,2 7,4 4,0 74,9 5,1

Barranquilla 
A. M 7,9 8,3 5,0 71,0 6,1

Bogotá D. C. 6,3 9,8 3,2 72,6 4,3

Bucaramanga 
y AM 5,0 5,8 4,4 77,1 3,3

Buenaventura 4,8 9,1 3,9 71,4 8,0

Cali y AM 5,2 8,3 5,5 72,3 5,6

Medellín y AM 5,8 8,4 5,5 72,9 6,1

Santa Marta 5,2 8,3 5,5 72,3 5,6
Fuente: IV ENV-2023
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4. Subsistema de derechos a la 
reparación la verdad y la justicia

La IV ENV-2023 pregunta acerca de los daños sufridos por la población desplazada y si 
por estos se había realizado una solicitud de reparación. Un alto porcentaje de los hogares 
desplazados en el país no ha solicitado reparación por los daños sufridos a causa del des-
plazamiento forzado (78,6 %). Un 15,5 % reconoce haber iniciado el proceso, pero no haberla 
recibido, y un 5,9 % declara haber solicitado y recibido reparación por los daños sufridos.

Por ciudades, Bucaramanga y AM, con el 11,1 %, es el área con el mayor porcentaje de 
hogares desplazados que han solicitado y recibido alguna reparación. Le siguen Bogotá 
y Medellín, con el 8,8 % y el 8,7 %, respectivamente. Los menores niveles, que señalan el 
desconocimiento de los hogares sobre sus derechos, se encuentran en Buenaventura, con 
el 2,2 %, y Cali y AM, con el 2,5 %. Santa Marta se sitúa cerca del promedio nacional (5,4 % 
frente al 5,9 %).

En cuanto a los hogares desplazados que no han recibido reparación pese a haberla 
solicitado, el mayor porcentaje se encuentra en Bucaramanga, con el 25,3 %; seguido por 
Bogotá D. C., con el 20,6 %; Barranquilla y AM, con el 16,6 %, y Medellín y AM, con el 
15,8 %. Las demás ciudades tienen porcentajes inferiores al promedio nacional del 15,5 %, 
entre las cuales sobresale el caso de Buenaventura, con un exiguo 4,2 %.

Por último, el porcentaje de hogares desplazados en Buenaventura y Cali y AM que 
no han solicitado reparación (93,6 % y 85,6 %), muy distante del promedio nacional de la 
población desplazada (78,6 %), confirma el desconocimiento del derecho por parte de la 
población víctima de desplazamiento.



40

Situación de la población víctima de desplazamiento forzado en siete ciudades de Colombia…

Tabla 23. Porcentajes de solicitud y recepción de reparación 
por los daños sufridos por el desplazamiento forzado por 

parte de hogares con personas desplazadas (2023).

 
Solicitaron 

reparación y la 
recibieron

Solicitaron 
reparación pero no 

la recibieron

No han solicitado 
reparación 

Total Nacional 5,9 15,5 78,6

Barranquilla y AM 3,8 16,6 79,5

Bogotá D. C. 8,8 20,6 70,6

Bucaramanga y AM 11,1 25,3 63,6

Buenaventura 2,2 4,2 93,6

Cali y AM 2,5 11,8 85,6

Medellín y AM 8,7 15,8 75,4

Santa Marta 5,4 14,9 79,7
Fuente: IV ENV-2023
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5. Otros aspectos de la situación 
social y la calidad de vida

5.1. Percepción de seguridad en el entorno

Se trata de un indicador subjetivo de seguridad, de acuerdo con la percepción que los 
habitantes tienen sobre los cambios en el entorno en el año anterior a la encuesta. A nivel 
nacional, el 15,1 % de los hogares desplazados cree que ha mejorado la seguridad, pero esta 
percepción solo es mejor en Santa Marta, en donde el 16,2 % de los hogares desplazados está 
de acuerdo con esa mejoría. En las demás ciudades los porcentajes son menores, siendo 
los más bajos los de Bucaramanga y AM, Buenaventura y Bogotá, D. C., en donde solo 
el 8,2 %, 8,5 % y 9,1 % de los hogares desplazados percibe una mayor seguridad (tabla 24).

En el otro extremo, la seguridad ha empeorado, de acuerdo con la percepción de 
los hogares desplazados, en el 34,3 % de los casos. Por ciudades, es muy significativo el 
alto nivel de percepción de empeoramiento de la situación de seguridad en Bogotá, D. C., 
en donde el 51,6 % de los hogares así lo manifiesta. Barranquilla y AM y Bucaramanga y 
AM también tienen una alta percepción de empeoramiento de la seguridad, con propor-
ciones del 48,0 % y 47,9 % de los hogares desplazados, respectivamente. A su vez, Cali y 
AM y Buenaventura también presentan percepciones de empeoramiento de la seguridad 
ligeramente superiores al promedio nacional (34,4 % y 34,9 % frente al 34,3 %). El caso de 
Medellín es interesante pues, aunque la mayoría manifiesta que la situación se mantiene 
igual (54,6 %), resulta muy alto el porcentaje de quienes no saben o no responden (17,6 %), 
lo cual probablemente sugiere la existencia de temor a expresar su opinión más que des-
conocimiento de la situación.
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Tabla 24. Percepción de cambios en la seguridad del entorno 
durante el año anterior a la realización de la encuesta en 

hogares con personas desplazadas (2023).

 Ha Mejorado Ha 
empeorado

Se mantiene 
igual 

No sabe, no 
responde 

Total Nacional 15,1 34,3 43,7 6,8

Barranquilla y AM 11,8 48,0 37,0 2,8

Bogotá D. C. 9,1 51,6 33,2 6,1

Bucaramanga y AM 8,2 47,9 42,2 1,7

Buenaventura 8,5 34,9 54,8 1,9

Cali y AM 12,2 34,4 46,6 6,8

Medellín y AM 9,9 18,0 54,6 17,6

Santa Marta 16,2 28,3 51,4 4,1
Fuente: IV ENV-2023

5.2. Conexión a internet

La conexión a internet de los hogares puede considerarse cada vez más como un servicio 
necesario en las áreas de estudio, trabajo, acceso a otros servicios como salud o banca, 
comunicación, recreación y cultura, entre otros.

La proporción de hogares con personas desplazadas que tienen acceso a internet es 
baja, pues solo alcanza al 25,8 % en el país. Para un 52,2 %, aunque existe conexión en la 
zona donde viven, no están conectados; y para el 22,0 % restante, no hay señal en la zona 
en donde habitan (tabla 25).

Por ciudades, las diferencias son apreciables: en Bogotá D. C., el 49,9 % de los hoga-
res está conectado; mientras que en Buenaventura solo lo está el 8,3 %; en Barranquilla, 
el 13,4 % y en Cali y AM, el 14,4 %. A su vez, Medellín y AM y Santa Marta tienen niveles 
superiores a la media nacional, con el 32,2 % y el 31,1 %, respectivamente.

Los problemas de acceso a la red por su inexistencia son significativamente más 
altos en Buenaventura (39,3 %) y Cali y AM (32,5 %) que el promedio nacional de la pobla-
ción desplazada (22,0 %). En Bogotá D. C. (10,7 %) o en Santa Marta (14,1 %), las dificulta-
des corresponden más bien a la oferta (cobertura del servicio) que al acceso aun habiendo 
cobertura, posiblemente relacionados con los costos del servicio. En efecto, para el total 
nacional, el 87,6 % de los hogares desplazados sin conexión respondió que la razón para 
ello eran los costos (CSPPDF, 2024, p. 352).
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Tabla 25. Disposición y acceso a conexión de internet en 
los hogares con personas desplazadas (2023).

 
No hay señal de 

internet en la zona 
en donde habitan

Hay señal de 
internet en la zona 

pero no están 
conectados

Hay señal de 
internet en la 
zona y están 
conectados 

Total Nacional 22,0 52,2 25,8

Barranquilla y AM 21,0 65,6 13,4

Bogotá D. C. 10,7 39,4 49,9

Bucaramanga y AM 23,5 47,6 28,8 

Buenaventura 39,3 52,3 8,3

Cali y AM 32,5 53,1 14,4

Medellín y AM 26,1 41,7 32,2

Santa Marta 14,1 54,8 31,1
Fuente: IV ENV-2023





45

6. Conclusiones

Se corrobora que la población en situación de desplazamiento forzado es la más vulnerable 
entre las vulnerables, no solo a nivel nacional, sino también en las principales ciudades, 
como las aquí estudiadas.

Sin detrimento de lo anterior, resaltan importantes diferencias entre ciudades en 
los componentes del goce efectivo de derechos de la población desplazada, sin que se 
pueda observar un patrón definido según criterios característicos de las urbes como el 
tamaño de población, el nivel de ingreso promedio o el desarrollo relativo, entre otros. 
Esto se refleja en el hecho de que hay componentes de los derechos fundamentales de la 
población desplazada que están todavía más rezagados en las ciudades más desarrolla-
das institucionalmente y con mayor ingreso per cápita con respecto al promedio nacio-
nal e incluso al de ciudades menos avanzadas. En principio, ello no solo podría resultar 
sorprendente, sino que llamaría la atención sobre la necesidad perentoria de que, en esos 
casos, las ciudades con mayores capacidades institucionales, presupuestales y económi-
cas comprometan los mayores esfuerzos para remediar con celeridad su atraso en la 
observancia de todos los derechos fundamentales de su población en situación de des-
plazamiento forzado. Por supuesto, en todos los niveles territoriales se han de interponer 
acciones y políticas públicas para superar la condición de mayor vulnerabilidad integral 
de la población desplazada desde lo local hasta lo regional y lo nacional.

Como ilustración programática de la situación relativa observada en las ciudades 
estudiadas, vale la pena destacar el estado de avance o retroceso en algunos componen-
tes importantes de los derechos fundamentales de la población desplazada.

6.1. Insuficiencia alimentaria

Buenaventura y Cali y AM adolecen de los más altos niveles de población desplazada con 
algún síntoma de insuficiencia alimentaria, del 63,7 % y 68,7 %, respectivamente, en com-
paración con el promedio nacional del 49,5 %. En contraste, Medellín y AM y Bucaramanga 
y AM muestran los más bajos niveles, del 28,1 % y 34,5 %, en su orden. Sorprende que 
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Bogotá, D. C. observa un muy alto nivel del 56,5 %, hasta 7,0 puntos porcentuales superior 
al promedio nacional de la población desplazada.

Resulta claro, entonces, que los gobiernos locales, especialmente en Bogotá, D. C., 
Cali y AM y Barranquilla y AM y, en su medida, Buenaventura, han de adelantar o refor-
zar con celeridad programas de alimentación gratuita para la población vulnerable bajo 
diversas modalidades según el caso, con referencia especial a la población desplazada.

6.2. Afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud

Santa Marta, Bucaramanga y AM y Buenaventura alcanzan los más altos niveles de afilia-
ción de la población desplazada, con el 97,2 %, 94,7 % y 94,0 %, respectivamente, y superan 
el promedio nacional del 93,0 %. Sorpresivamente, Bogotá, D. C. y Cali y AM muestran 
un rezago de hasta 9,2 y 7,7 puntos porcentuales respecto a Santa Marta y de más de 3,5 
puntos con relación al promedio nacional de la población desplazada.

No obstante, Medellín y AM, Bogotá, D. C. y Bucaramanga y AM registran los más 
altos niveles de afiliación de la población desplazada al régimen contributivo, con el 
37,1 %, 31,9 % y 22,1 %, en su orden, superiores al promedio nacional del 17,1 %.

Por tal razón, las autoridades responsables de Bogotá, D. C. deben adoptar urgentes 
medidas para ampliar el nivel de afiliación al SGSS para garantizar el derecho a la salud y, 
guardadas las proporciones, como sucede con Santa Marta y Buenaventura, para avan-
zar en la formalización laboral y la generación de ingresos dignos para incrementar la 
participación del régimen contributivo.

6.3. Derecho a la educación

El goce efectivo del derecho a la educación alcanza sus mayores niveles para la población 
desplazada en Cali y AM y Santa Marta, con el 94,4 % y 95,0 %, respectivamente, cifra 
superior al promedio nacional del 91,4 %. En el otro extremo se encuentran Buenaventura 
y, sorprendentemente, Bogotá, D. C., con los niveles más bajos del 90,0 % y 91,2 %, en su 
orden. Esto ocurre con el agravante de que en Bogotá, D. C. se observa una proporción de 
población desplazada con bajos niveles educativos (48,9 %), algo menor que el promedio 
nacional del 51,1 %, pero superior a la de Buenaventura (47,9 %) y Santa Marta (48,2 %).

Sobresale, entonces, la tarea inaplazable de Bogotá, D. C. para aumentar decidida-
mente los niveles educativos de la población desplazada como requisito para garantizar 
un mejoramiento del goce efectivo del derecho a la educación. En su medida, a Medellín 
y AM le corresponde desarrollar con celeridad una tarea similar.
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6.4. Derecho a la vivienda

El goce efectivo del derecho a la vivienda, medido con el cumplimiento de los cinco requi-
sitos previstos por la Corte Constitucional, observa sus mayores niveles para la población 
desplazada en Buenaventura y Bogotá, D. C., con el 20,3 % y 18,4 %, respectivamente, 
superando el promedio nacional de 15,5 %. En el otro extremo se ubican Barranquilla y 
AM, Cali y AM y Santa Marta con el 11,3 %, 13,0 % y 15,6 %, en su orden, con hasta 9,0, 5,4 y 
2,8 puntos porcentuales menos que Bogotá, D. C.

Resalta, por lo demás, la insoslayable necesidad perentoria de que Barranquilla y 
AM y Cali y AM avancen rápidamente en una política de acceso a vivienda digna efectiva 
para la población vulnerable, primordialmente la población desplazada. En su medida, 
le corresponde una tarea similar a Santa Marta y Medellín y AM. Ello sin detrimento de 
que la política general de vivienda digna para la población desplazada debe adecuarse de 
manera integral para que corresponda a las condiciones de la población objetivo, a fin 
de garantizar el cierre financiero, los hábitos y costumbres, el entorno cultural, etcétera.

6.5. Derecho a la generación de ingresos

El indicador de goce efectivo del derecho a la generación de ingresos, medido como el 
porcentaje de la población desplazada que supera la pobreza monetaria, logra los niveles 
más elevados en Medellín y AM, Santa Marta y Bucaramanga y AM con el 26,3 %, 25,7 % 
y 24,6 %, en su orden, en comparación con el promedio nacional del 23,9 %. En marcado 
contraste, Buenaventura y Cali y AM adolecen de los índices más bajos, del 14,0 % y 21,4 %, 
con hasta 12,3 y 4,9 puntos porcentuales menos que el de Medellín y AM. Por su parte, 
sobresale que Bogotá, D. C. observe un índice incluso ligeramente inferior al promedio 
nacional (23,5 % frente al 23,9 %).

La situación de Bogotá se relativiza comparativamente en la medida en que logra la 
mayor proporción de población desplazada con ingresos laborales iguales o superiores a 
un salario mínimo legal (1 SMMLV), del 34,9 %, superior en hasta 13,1 puntos porcentuales 
al promedio nacional de la población desplazada. Por su parte, Bucaramanga y AM y 
Medellín y AM no solo alcanzan los mayores índices de goce efectivo del derecho a la 
generación de ingresos, sino que además observan la segunda y tercera mayor propor-
ción de población desplazada con ingresos superiores a 1 SMMLV, del 33,6 % y del 33,2 %, 
respectivamente. En el otro extremo se encuentran Buenaventura y Barranquilla y AM 
con las proporciones más bajas, del 13,0 % y 14,4 %, respectivamente.

En este tema es necesario resaltar que Colombia es un país caracterizado por sus 
altos niveles de informalidad laboral, al punto en que el promedio nacional para la 
población desplazada alcanza el 82,4 %. Por lo tanto, resulta indispensable interponer 
los mayores compromisos para el mejoramiento sustancial de las condiciones favora-
bles al acceso digno al mercado laboral y a la empleabilidad de la población vulnerable, 
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consecuentes con mejores ingresos laborales, en especial para la población desplazada; 
tales como mayores niveles educativos, de capacitación laboral y de emprendimiento, y 
menores tasas de dependencia económica de los hogares, que en el caso de la población 
desplazada llega a un promedio nacional de hasta 2,7 (llegando en Buenaventura al doble, 
5,4, y en Cali y AM a 3,7), mayores grados de inclusión productiva y social, mayor cohe-
sión societal y desarrollo del tejido social, etcétera.

6.6. Derecho a la reparación y a la justicia

El hecho de que la población desplazada en Buenaventura, Cali y AM, Santa Marta y 
Barranquilla y AM no haya solicitado reparación en proporciones que llegan hasta el 93,6 %, 
85,6 %, 79,7 % y 79,5 %, superando el ya muy precario promedio nacional de la población 
desplazada del 78,6 %, y que el nivel más bajo observado en Bucaramanga y AM llegue al 
63,6 %, muestra con claridad, en primer lugar, la falta de conocimiento de la población 
desplazada sobre sus derechos, en este caso particular el de reparación y justicia, y, en 
segundo lugar, la falta de información institucional y la multiplicidad de requerimientos 
para proceder con la reclamación.

En este sentido, es imperativo que las autoridades responsables del Gobierno nacio-
nal y de las ciudades capitales, en un lugar preponderante aunque no exclusivo, se res-
ponsabilicen de su deber de informar, capacitar y dar transparencia al derecho y a los 
procedimientos y requisitos para solicitar la reparación; y, por supuesto, que se garantice 
que su resolución sea llevada a cabo en plazos prudenciales para construir la confianza 
necesaria y asegurar que no se produzca una revictimización de la población víctima.

6.7. Conexión a internet

En términos de conexión a internet por parte de los hogares desplazados, la situación varía 
drásticamente entre ciudades. En efecto, en Bogotá el 49,9 % de los hogares desplazados 
está conectado, mientras que en Buenaventura solo el 8,3 %, en Barranquilla el 13,4 % y en 
Cali y AM el 14,4 %. A su vez, Medellín y AM y Santa Marta tienen niveles superiores a la 
media nacional con el 32,2 % y el 31,1 %, respectivamente.

6.8. Retorno y reubicación

Se destaca el hecho de que en torno al 72,0 % de los hogares desplazados en cada una de las 
ciudades estudiadas expresa su clara preferencia por mantenerse en la cabecera municipal 
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en la que se encuentran asentados en la actualidad, en comparación con el 74,9 % para el 
conjunto de los hogares desplazados en el país. Ello muestra que la gran mayoría de los 
hogares desplazados permanecerán en sus ciudades de residencia actual, lo cual exige 
que las autoridades locales asuman la responsabilidad indelegable de desarrollar políticas 
públicas integrales y efectivas para avanzar hacia una integración local de la población 
desplazada que lleve a su inclusión social, a la realización de proyectos de vida dignos y 
sustentables, y al ejercicio pleno de su ciudadanía social.

El tipo de políticas públicas idóneas para tales propósitos ha de estar enmarcado 
en el enfoque de soluciones duraderas. Una propuesta programática en dicho sentido 
se presenta, a manera de ilustración, en el volumen 25, Enfoque de soluciones duraderas 
para la población en situación de desplazamiento forzado, de la serie El reto ante la trage-
dia del desplazamiento forzado de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre 
Desplazamiento Forzado (2025).
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